
F) A efectos de la información a suministrar por las Corporaciones locales relativa 
al esfuerzo fiscal establecida en el artículo 116 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, 
las certificaciones correspondientes se referirán al año 2022 y se deberán suministrar a 
los órganos competentes antes del 30 de junio de 2024, en la forma en la que éstos 
determinen.

G) La referencia al año 2023 que se incluye en el artículo 114 de la Ley 31/2022, 
de 23 de diciembre, debe considerarse efectuada a 2024.

2. Para financiar la actualización del importe de las entregas a cuenta de la 
participación de las entidades locales en los tributos del Estado se conceden suplementos 
de crédito en los siguientes conceptos del Programa 942M «Transferencias a Entidades 
Locales por participación en los ingresos del Estado» del Servicio 21 «Secretaría General 
de Financiación Autonómica y Local. Entidades Locales» de la Sección 38 «Sistemas de 
Financiación de Entes Territoriales» por los importes que se indican:

  Miles de euros

46001
Entregas a cuenta a favor de los Municipios no incluidos en el modelo de cesión por su participación en los conceptos 
tributarios de los capítulos I y II del Presupuesto de Ingresos del Estado no susceptibles de cesión a las Comunidades 
Autónomas.

182.352,57

46002
Entregas a cuenta a favor de los Municipios por su participación en los conceptos tributarios de los capítulos I y II del 
Presupuesto de Ingresos del Estado no susceptibles de cesión a las Comunidades Autónomas. Fondo Complementario de 
Financiación.

490.090,89

46101 Entregas a cuenta a las Diputaciones y Cabildos Insulares por su participación en los ingresos de los capítulos I y II del 
Presupuesto del Estado por recursos no susceptibles de cesión a las Comunidades Autónomas. 333.895,95

TÍTULO II

Medidas de impulso a la inversión y de apoyo a la industria

CAPÍTULO I

Creación del Fondo de Impacto Social, F.C.P.J.

Artículo 10. Creación del Fondo de Impacto Social.

De conformidad con lo previsto en el artículo 137 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público, se crea el Fondo de Impacto Social, F.C.P.J. (en 
adelante, «FIS» o «Fondo»), fondo carente de personalidad jurídica, con duración 
indefinida, adscrito al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones a través de 
la Secretaría General de Inclusión y regido por lo dispuesto en aquella, en el presente 
real decreto-ley y en el resto de normas de derecho administrativo general y especial que 
resulten de aplicación.

Artículo 11. Objetivo.

1. El FIS tiene como objetivo cubrir retos sociales y medioambientales 
insuficientemente atendidos por los mercados privados de capitales y generar impacto 
adicional a través de instrumentos financieros adaptados a la singular realidad de la 
economía de impacto, que permitan atraer a inversores privados para impulsar la 
inversión y financiación de actividades económicas con impacto. El Fondo persigue ser 
complementario y adicional a otras iniciativas y/o instrumentos que tienen como objetivo 
la promoción de la inversión social y/o medioambiental. En este sentido, el FIS tiene 
como objetivo diferencial apoyar el apalancamiento de recursos del sector privado de 
cara a conseguir que parte de las necesidades de financiación del sector de la economía 
de impacto sean financiadas por recursos no gubernamentales.
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A efectos de la gestión del Fondo, se entenderán como inversiones de impacto 
aquellas que intencionadamente buscan un impacto social y/o medioambiental, 
cuantificable y medible, con un retorno financiero como mínimo igual al del principal 
invertido. A diferencia de otras inversiones, no solo tienen en cuenta el riesgo y la 
rentabilidad financiera, sino también se consideran sus efectos sociales y 
medioambientales, evaluables a través de indicadores cuantitativos y/o cualitativos. Las 
inversiones de impacto pueden realizarse en toda clase de activos.

El objetivo del FIS es contribuir al fortalecimiento de las inversiones de impacto social 
e inclusivo y medioambiental en España, según los criterios anteriormente indicados, 
como instrumento para favorecer el bien común, la reducción de la desigualdad, la 
creación de empleo y la consolidación del Estado de bienestar, a través del refuerzo del 
impacto de las inversiones sobre la economía.

2. Tanto en inversiones de forma directa como indirecta, las inversiones de capital 
de FIS no deberán suponer que la participación del capital de propiedad pública del 
conjunto de entidades nacionales o subnacionales de la Unión Europea en un 
beneficiario final supere el 49 % del capital total, o en el caso de inversión indirecta, la 
participación máxima de FIS no excederá el 49 % de ningún fondo u otro vehículo de 
inversión y no hará que la proporción de capital de propiedad pública del conjunto de 
entidades nacionales o subnacionales de la Unión Europea en un fondo o vehículo de 
inversión supere el 49 % del capital total.

3. El Fondo en ningún caso participará o financiará a empresas de propiedad 
mayoritaria pública.

4. En el caso de que el Fondo invierta, directa o indirectamente, en operaciones 
que incluyan tanto inversiones en España como en otros países, los recursos 
movilizados por el Fondo se determinarán en función del volumen de inversión prevista 
en España.

5. Las condiciones básicas de elegibilidad y de las operaciones quedarán definidas 
en mayor detalle a través de Acuerdo del Consejo de Ministros.

En todo caso, los beneficiarios de las operaciones de financiación e inversión del 
Fondo, deberán hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y 
frente a la Seguridad Social, y en el pago de obligaciones por reintegro de subvenciones, 
en los términos de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y en 
su Reglamento de desarrollo, aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.

Artículo 12. Instrumentos.

1. El FIS funcionará bajo criterios de rentabilidad, riesgo e impacto en desarrollo 
sostenible, y podrá recurrir a diversas modalidades de financiación que permitan 
adaptarse a las diversas facetas del emprendimiento y el tejido económico-social. 
Concretamente, con cargo al FIS se podrá:

a) Suscribir participaciones en fondos de inversión, nacionales o internacionales, 
que estén específicamente orientados a la inversión de impacto en todas las etapas de 
madurez de los proyectos de emprendimiento social y medioambiental, apalancando 
recursos del sector privado. En casos debidamente justificados, el FIS podrá suscribir 
compromisos en categorías de mayor riesgo, como por ejemplo tramos de primeras 
pérdidas, al objeto de movilizar la participación privada en los vehículos en los que se 
invierta.

b) Realizar inversiones de forma directa en empresas o entidades elegibles 
mediante instrumentos de capital en régimen de coinversión con otros fondos públicos o 
privados, incluidos aquellos en los que eventualmente participe el FIS.

c) Otorgar financiación a empresas o entidades elegibles mediante instrumentos de 
deuda o híbridos, que podrán ser de carácter concesional en casos debidamente 
justificados, siempre sujetos a la consecución de rendimientos financieros apropiados y a 
la normativa de ayudas de Estado. Esta modalidad también podrá articularse en régimen 
de cofinanciación con otras entidades financieras, sociedades u otros fondos públicos o 
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privados de inversión de impacto, incluidos aquellos en los que eventualmente participe 
el FIS.

d) Conceder financiación no reembolsable para asistencia técnica, destinada al 
refuerzo de los beneficiarios finales de las operaciones de financiación e inversión del 
FIS -y, en casos debidamente justificados, de los intermediarios financieros- en lo relativo 
a sus capacidades de gestión o la mejora de sus metodologías de medición del impacto, 
entre otros aspectos. A tal efecto, el Fondo contará con una Facilidad de Asistencia 
Técnica gestionada por COFIDES que se dotará inicialmente con recursos del propio 
Fondo equivalentes al 2 % de la dotación indicada en el artículo 13 y que podrán ser 
ampliados con cargo a futuras aportaciones que eventualmente se acuerden con cargo a 
los Presupuestos Generales del Estado.

e) Utilizar eventualmente cualesquiera otras modalidades financieras que se 
definan mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, con el fin de atender 
específicamente a las necesidades del ecosistema nacional de la inversión de impacto.

2. Las condiciones básicas y criterios de aplicación de las diferentes modalidades 
financieras se establecerán a través de Acuerdo del Consejo de Ministros.

La adquisición de las participaciones en el capital social con cargo al Fondo quedará 
exenta de la obligación de formular oferta pública de adquisición en los supuestos 
previstos en los artículos 108 y 109 de la Ley 6/2023, de 17 de marzo, de los Mercados 
de Valores y de los Servicios de Inversión.

Artículo 13. Recursos y obligaciones del Fondo.

1. El Fondo se constituye con una dotación de hasta 400 millones de euros. Dicho 
importe se podrá incrementar a través de dotaciones adicionales que, con carácter 
acumulativo, se establezcan anualmente en los Presupuestos Generales del Estado con 
cargo al presupuesto del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones.

Adicionalmente, todos los ingresos que se obtengan como resultado de dividendos, 
intereses, plusvalías y cualesquiera otras remuneraciones que resulten de las 
inversiones u operaciones que se realicen con cargo al FIS o resulten de la aplicación 
del Fondo se reintegrarán en este y podrán ser utilizados para los fines previstos en esta 
norma. Lo mismo ocurrirá con los resultados de las desinversiones y reembolsos 
efectuados, así como con las remuneraciones que eventualmente perciban los 
consejeros que ostenten la condición de empleados públicos o empleados de la gestora 
del Fondo que hayan sido nombrados para participar como consejeros en los órganos de 
administración de las empresas participadas con cargo al FIS y minorándose por las 
minusvalías y gastos.

Se exceptúan de estas remuneraciones las dietas o asistencias que puedan percibir 
como consejeros los empleados públicos o empleados de la gestora del Fondo 
exclusivamente por su asistencia y hasta el límite previsto en el régimen general para las 
Administraciones Públicas.

A los efectos de lo establecido en el párrafo primero del presente artículo, la dotación 
inicial del Fondo se hará con cargo a la aplicación presupuestaria 3250 23VF 87901.

2. No formarán parte del Patrimonio Empresarial de la Administración General del 
Estado las participaciones, acciones, títulos y demás instrumentos que se pudieran 
adquirir por la gestora del Fondo con cargo al mismo, no resultándoles por tanto de 
aplicación lo previsto en el título VII de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas.

3. Los derechos y obligaciones contraídos por la gestora del Fondo a que se refiere 
el artículo 14 a favor o con cargo al mismo, por cuenta de la Administración General del 
Estado y que deriven de la actividad de FIS tendrán la consideración de derechos y 
obligaciones de la Hacienda Pública de naturaleza privada. La efectividad de los 
derechos de naturaleza privada de la Hacienda Pública estatal se llevará a cabo con 
sujeción a las normas y procedimientos de derecho privado que resulten de aplicación y 
se aplicarán, en su caso, para la cobranza de los créditos los procedimientos y reglas de 
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la Ley de Enjuiciamiento Civil, del Texto Refundido de la Ley Concursal, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo. En el caso de concursos y preconcursos 
declarados en España, los créditos que se insinúen en los procedimientos concursales y 
preconcursales tendrán la consideración de ordinarios salvo que cuenten con garantías, 
en cuyo caso se les reconocerá el privilegio especial que corresponda en función de la 
naturaleza de aquellas, o que por las características de la financiación se haya aceptado 
expresamente la subordinación, en cuyo caso los créditos serán subordinados.

4. Los acreedores que pudieran surgir de obligaciones contraídas por la gestora del 
Fondo con cargo al mismo y por cuenta de la Administración General del Estado no 
podrán hacer efectivos sus créditos contra el patrimonio de aquella ni contra el de la 
Administración General del Estado, cuya responsabilidad se limita al importe de su 
aportación al Fondo. Igualmente, con el Patrimonio del Fondo únicamente se responderá 
por las obligaciones contraídas por la gestora del Fondo con cargo a aquel y por cuenta 
de la Administración General del Estado.

5. Se integrará en el Tesoro Público el saldo del Fondo a su extinción, así como 
todo importe que resulte, por cualquier concepto, de las operaciones financiadas con 
cargo al mismo, pendientes de reembolso con posterioridad a dicha extinción. Asimismo, 
como norma general, el Fondo tendrá su tesorería en una cuenta abierta en el Banco de 
España, salvo que las circunstancias requieran la apertura de cuentas situadas fuera del 
mismo, previa autorización de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

Artículo 14. Gestión y funcionamiento del Fondo.

1. La gestión del Fondo queda encomendada a la sociedad mercantil estatal 
Compañía Española de Financiación del Desarrollo, COFIDES, SA, S.M.E. El presidente 
de COFIDES tendrá la consideración de cuentadante a efectos de la rendición de 
cuentas ante el Tribunal de Cuentas.

2. Sin perjuicio de que la regulación de las competencias de la Gestora así como el 
funcionamiento y la movilización de recursos del Fondo se determinarán por el Acuerdo 
del Consejo de Ministros, compete como mínimo a la Gestora el análisis y evaluación de 
las operaciones de financiación o inversión con cargo al Fondo, así como su aprobación, 
previa obtención de un dictamen de conclusiones y de no objeción del Panel de Expertos 
Independientes y asimismo de la no objeción por parte del Comité Interministerial 
Técnico de Inversiones, a los que se refieren los apartados 9 y 8 del presente artículo, 
respectivamente.

3. En todas las operaciones y acciones relativas al Fondo, la Gestora actuará en 
nombre propio y por cuenta de la Administración General del Estado, ejerciendo de 
depositaria de los títulos y contratos representativos de las operaciones de activo 
realizadas.

4. En los supuestos de toma de participación en el capital social de empresas, la 
Gestora ejercerá, por cuenta de la Administración General del Estado, los derechos de 
voto y demás derechos políticos que le correspondan sin necesidad de autorización 
previa por parte del Comité Interministerial Técnico de Inversiones. Asimismo, decidirá 
caso por caso sobre la oportunidad o no de proponer su propio nombramiento como 
administradora o proponer el nombramiento de otros consejeros en los órganos de 
administración de las sociedades participadas, pudiendo, con sujeción a lo previsto en la 
normativa mercantil vigente en cada momento, proponer el nombramiento de empleados 
públicos, de empleados de la propia gestora o de otras personas físicas o jurídicas, 
según convenga a la mejor defensa de los intereses públicos.

La Gestora no podrá, como regla general, participar en la gestión operativa u 
ordinaria de las sociedades en cuyos recursos participe. Se entenderá por gestión 
operativa u ordinaria la gerencia directa, interna, efectiva y cotidiana de los asuntos de la 
empresa. Por tanto, por regla general, la Gestora no podrá ser apoderado, administrador 
único, administrador solidario, ni consejero delegado de las sociedades en cuyos 
recursos participe el Fondo.
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Excepcionalmente, la Gestora, atendidas las circunstancias de concretas del caso, 
podrá decidir participar en la gestión operativa u ordinaria de las empresas, o ser 
apoderado, administrador único, administrador solidario, o consejero delegado de estas 
empresas, siempre que previamente obtenga la no objeción del Comité Interministerial 
Técnico de Inversiones.

La responsabilidad que, en los casos previstos en las leyes, pudiera corresponder, en 
su caso, tanto a los empleados públicos como a los empleados de la Gestora, cuando 
actúen como miembros de los consejos de administración de las empresas participadas 
con cargo al Fondo nombrados a propuesta de la Gestora o cuando lo hagan como 
representantes permanentes de la Gestora en los casos en los que esta sea la 
consejera, será directamente asumida por la Administración General del Estado, quien 
podrá exigir de oficio al consejero nombrado la responsabilidad en que hubiera incurrido 
por los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido 
dolo, o culpa o negligencia grave, conforme a lo previsto en las leyes administrativas en 
materia de responsabilidad patrimonial.

Lo previsto en el párrafo anterior no se aplicará a la responsabilidad en que 
eventualmente pudieran incurrir, en los casos previstos en las leyes, los mencionados 
representantes permanentes o miembros de los consejos de administración de las 
empresas participadas con cargo al Fondo que no tengan la condición de empleado 
público ni de empleados de la Gestora. Dicha responsabilidad se sujetará, en su caso, a 
la Ley de Sociedades de Capital, cuando las sociedades participadas sean sociedades 
españolas.

5. Para el desarrollo de las actuaciones que correspondan a la Gestora del Fondo 
en ejecución del presente real decreto-ley, esta podrá contratar con cargo al Fondo, y 
con arreglo a la normativa de contratación que le sea aplicable en cada momento, todos 
aquellos servicios externos, entre ellos a título enunciativo, servicios de consultoría y 
comunicación, apoyo externo en materia de identificación y de sostenibilidad de las 
inversiones, asesores financieros, jurídicos, técnicos o seguros que sean necesarios 
para la efectividad y puesta en marcha, desarrollo, ejecución y liquidación del Fondo y de 
todas las operaciones financiadas con cargo al mismo, pudiendo contratar dichos 
servicios que resulten de inaplazable necesidad de forma análoga a la prevista en el 
artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, de 
concurrir las circunstancias en él previstas. Asimismo, podrá contratarse con cargo al 
Fondo los servicios de los miembros del Panel de Expertos Independientes a que se 
refiere el apartado 9 del presente artículo.

6. A efectos de que la Gestora pueda llevar a cabo de manera eficaz y eficiente las 
labores encomendadas en el presente real decreto-ley, y con el fin de que se le 
retribuyan económicamente las actividades inherentes a la gestión del Fondo, por Orden 
de la persona titular del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones se 
establecerán los oportunos mecanismos de remuneración periódica de dicha labor de 
gestión del Fondo con cargo al mismo. Dicha remuneración deberá ser como mínimo, 
suficiente para cubrir los costes de gestión y los de capital, tanto en la fase de 
preparación previa a la puesta en marcha del fondo como durante la fase de inversión, 
seguimiento, desinversión y recuperación de las operaciones; incentivar la eficiencia en 
la gestión del Fondo y remunerar de distinta manera en función, entre otros criterios, de 
las fases de desarrollo de una inversión y de su resultado.

7. La Gestora podrá disponer de los recursos del Fondo, en las cuantías y 
condiciones establecidas en los actos correspondientes. Asimismo, la Gestora podrá 
cargar al Fondo los gastos incurridos en la contratación de servicios externos, así como 
la retribución que por el desarrollo y ejecución de sus funciones le corresponda, de 
acuerdo con la Orden de la persona titular del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones, de conformidad con lo dispuesto en este real decreto-ley. Todos los gastos 
de gestión en los que incurra la Gestora que computen en el cumplimiento de los 
objetivos CID, incluida la contratación de servicios externos, deberán ajustarse a los 
requisitos del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia y a la Orden HFP/1030/2021, 
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de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia y la Orden HFP/55/2023, de 24 de enero, 
relativa al análisis sistemático del riesgo de conflicto de interés en los procedimientos 
que ejecutan el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

8. Se crea un Comité Interministerial Técnico de Inversiones («CITI» o Comité), 
órgano colegiado interministerial, de carácter consultivo y técnico, adscrito al Ministerio 
de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y presidido por la persona titular de la 
Secretaría General de Inclusión, cuya composición, funcionamiento y competencias se 
determinarán por Acuerdo del Consejo de Ministros. El CITI será el órgano de control y 
seguimiento de las operaciones que realice la Gestora con cargo al Fondo. Con relación 
a la aprobación de las operaciones de inversión o financiación, su intervención se 
limitará a su no objeción o al ejercicio de un derecho de veto sobre una eventual decisión 
de inversión o financiación adoptada por la Gestora con el previo informe favorable del 
Panel de Expertos Independientes a que se refiere el apartado 9 del presente artículo.

Las personas que ejerzan las funciones de secretaría y vicesecretaría del CITI serán 
designadas por el CITI a propuesta de la Gestora y participarán en las sesiones de aquel 
con voz y sin voto. En caso de vacante, ausencia o enfermedad del vicesecretario, éste 
será sustituido por quien designe el propio Comité.

9. La Gestora deberá contratar un Panel de Expertos Independientes (PEI), cuya 
función básica consistirá en la evaluación de las propuestas de financiación o inversión 
que le remita la Gestora y la elaboración de los respectivos dictámenes independientes 
de conclusiones y de no objeción. Solo aquellas propuestas de operaciones que cuenten 
con una valoración global favorable del PEI podrán ser remitidas al CITI a que se refiere 
el apartado 8 del presente artículo.

El PEI estará compuesto por un mínimo de 3 y un máximo de 9 miembros, que serán 
seleccionados por la Gestora mediante procedimientos de concurrencia en función de 
criterios tales como su independencia, experiencia, méritos, conocimientos, reputación, 
honorabilidad y previsión de ausencia de conflicto de interés. La composición, 
funcionamiento o competencias del PEI, entre otros aspectos, se determinarán por 
Acuerdo del Consejo de Ministros.

Cada miembro del PEI tendrá derecho a percibir por el desempeño de sus funciones 
una remuneración con cargo a los recursos de FIS, que se establecerá en virtud de un 
esquema que atienda principalmente al número de reuniones que éstos mantengan.

10. La Gestora aplicará en todas sus operaciones de inversión o financiación los 
requisitos derivados del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia y requerirá a las 
entidades con las que opere que apliquen los citados requisitos derivados del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

Artículo 15. Régimen presupuestario, contabilidad y control.

1. El Fondo forma parte del sector público estatal a los efectos del artículo 2.2.f) de 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, estando sujeto al régimen 
presupuestario, de contabilidad y control previsto en la misma. Asimismo, el Fondo se 
encuentra sometido a la supervisión continua del Ministerio de Hacienda, a través de la 
Intervención General de la Administración del Estado, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 85 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

2. En la elaboración de los presupuestos de explotación y capital se tendrán en 
cuenta, en todo caso, los criterios de administración y aplicación del Fondo, y el 
programa de actuación plurianual que elabore la Gestora.

3. Todas las operaciones efectuadas con al cargo al Fondo serán registradas en 
contabilidad específica, separada e independiente de la de la Gestora.

4. Las cuentas formuladas por la Gestora serán debidamente aprobadas por ella 
dentro del primer semestre del ejercicio posterior, previa auditoria de las mismas.

5. El sistema de seguimiento, control y auditoría del Fondo y de las inversiones 
subyacentes se sujetará a los requisitos fijados en el Reglamento (UE) 2021/241 del 
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Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de febrero de 2021 por el que se establece el 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, así como la normativa europea y nacional de 
desarrollo. En este sentido, resultarán de aplicación las obligaciones establecidas en el 
artículo 46 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban 
medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución 
del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, en la Orden HFP 1030/2021, 
de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, en la Orden HFP 1031/2021, de 29 de 
septiembre, por la que se establece el procedimiento y formato de la información a 
proporcionar por las Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local para el 
seguimiento del cumplimiento de hitos y objetivos y de ejecución presupuestaria y 
contable de las medidas de los componentes del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia y en la Orden HFP 55/2023, de 24 de enero, relativa al análisis sistemático 
del riesgo de conflicto de interés en los procedimientos que ejecutan el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

6. Se aprueba el Presupuesto de Explotación y Capital del Fondo para el 
ejercicio 2024, que se incluye en el anexo de esta norma.

Artículo 16. Normativa de Ayudas de Estado.

Las operaciones financiadas con cargo al Fondo respetarán la normativa de Ayudas 
de Estado.

Artículo 17. Confidencialidad.

1. Los datos, documentos e informaciones que obren en poder de la Gestora, del 
CITI y del PEI, en virtud de las funciones que les encomienda este real decreto-ley, 
tendrán carácter reservado y, con las excepciones previstas en la normativa vigente, no 
podrán ser divulgados a ninguna persona o autoridad, ni utilizados con finalidades 
distintas de aquellas para las que fueron obtenidos. Quedarán también obligados a 
guardar secreto y a no utilizar la información recibida con finalidades distintas de 
aquellas para las que les sea suministrada los auditores, asesores externos y demás 
expertos independientes que puedan ser designados por el CITI y por la Gestora en 
relación con el cumplimiento de las funciones que, respectivamente tengan atribuidas. 
Este carácter reservado cesará desde el momento en que los interesados hagan 
públicos los hechos a los que los datos, documentos e informaciones se refieren.

2. No obstante lo previsto en el párrafo anterior, se exceptúa el deber de 
confidencialidad de la Gestora y del CITI cuando la información que obre en su poder 
relativa a las operaciones de inversión o financiación aprobadas con cargo al FIS sea 
requerida por autoridades competentes de la Comisión Europea en el ejercicio legítimo 
de sus competencias fiscalizadoras o de control del uso de los recursos comunitarios 
asignados a FIS, de acuerdo con la normativa que resulte de aplicación en cada 
momento o por los órganos previstos en la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen 
jurídico de los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el 
exterior y sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, para la 
correcta aplicación de la misma.

Artículo 18. Concesión de un crédito extraordinario destinado a financiar la aportación 
del Estado al Fondo de Impacto Social.

1. Se aprueba un crédito extraordinario por importe de 200 millones de euros en el 
presupuesto de la sección 32 «Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones», 
servicio 50 «Mecanismo de Recuperación y Resiliencia», programa 23VF «C22.I06 
Fondo de Impacto Social (FIS)», concepto 879 «Al Fondo de Impacto Social (FIS). 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia».
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2. Este crédito extraordinario se financiará de conformidad con lo señalado en el 
artículo 46 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2023.

CAPÍTULO II

Medidas de apoyo a los consumidores industriales o sectores intensivos en 
consumo de gas natural

Artículo 19. Modificación del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se 
adoptan y prorrogan determinadas medidas de respuesta a las consecuencias 
económicas y sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la 
isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de transposición de 
Directivas de la Unión Europea en materia de modificaciones estructurales de 
sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los 
progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del Derecho de la Unión 
Europea.

Se modifica el apartado 2 de la disposición transitoria séptima del Real Decreto-
ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y prorrogan determinadas medidas de 
respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo 
a la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de 
transposición de Directivas de la Unión Europea en materia de modificaciones 
estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y la vida 
profesional de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del 
Derecho de la Unión Europea; que queda redactado como sigue:

«2. Las empresas que soliciten la línea de ayudas para la compensación de 
los costes adicionales debidos al aumento excepcional de los precios del gas 
natural durante 2022 regulada en el artículo 59 del Real Decreto-ley 20/2022, 
de 27 de diciembre, de medidas de respuesta a las consecuencias económicas y 
sociales de la Guerra de Ucrania y de apoyo a la reconstrucción de la isla de La 
Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad, podrán obtener la condición de 
beneficiario o entidad colaboradora sin cumplir los requisitos establecidos en el 
artículo 13.3 bis de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones. Dichos requisitos serán exigibles a los doce meses desde el cobro 
efectivo de la subvención y su incumplimiento en dicho plazo constituirá causa de 
reintegro total de la subvención.»

TÍTULO III

Medidas en materia energética

CAPÍTULO I

Extensión de medidas para contrarrestar las consecuencias económicas y sociales 
de la guerra de Ucrania

Artículo 20. Extensión temporal de los descuentos del bono social eléctrico.

Excepcionalmente, con efectos desde el 1 de julio de 2024 y vigencia hasta el 30 de 
junio de 2025, los descuentos del bono social aplicables a los consumidores domésticos 
de energía eléctrica recogidos en el artículo 6.3 del Real Decreto 897/2017, de 6 de 
octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras 
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